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I. Disposiciones generales

CONSEJO GENERAL
DEL PODER JUDICIAL

7741 INSTRUCCIÓN 3/2003, de 9 de abril, del Ple-
no del Consejo General del Poder Judicial,
sobre normas de reparto penales y registro
informático de violencia doméstica.

Con la finalidad de agilizar la tramitación de los pro-
cesos penales, el Parlamento aprobó la Ley 38/2002,
de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjui-
ciamiento rápido e inmediato de determinados delitos
y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado.
El apartado 4 de su Disposición Adicional Primera dis-
pone que «en el plazo de seis meses, el Consejo General
del Poder Judicial dictará los Reglamentos que para la
ordenación de los señalamientos de juicios y el desarrollo
de los servicios de guardia establecen los artículos
769.2, 800.3, 962.4 y 965.2 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal».

Desarrollando la anterior previsión y por Acuerdo de
fecha 26 de febrero de 2003, el Pleno del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial modificó el Reglamento 5/1995,
de 7 de junio, de los aspectos accesorios de las actua-
ciones judiciales, en lo relativo a los servicios de guardia.
El artículo 47.6 del mencionado Reglamento dispone
que «Las Salas de Gobierno y las Juntas de Jueces en
el ejercicio de sus normales atribuciones y con sujeción
a los términos del presente Reglamento, podrán aprobar
las normas complementarias que en materia de distri-
bución de asuntos, régimen interno, cuadro de sustitu-
ciones u otras materias de su competencia, estimen pro-
cedentes». Asimismo, la Disposición Adicional Primera
del citado Acuerdo dispone que «las Juntas de Jueces
y Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores de
Justicia adaptarán las normas de reparto a lo dispuesto
en el presente Reglamento, a fin de que el contenido
de las mismas permita la tramitación de los juicios rápi-
dos y el enjuiciamiento inmediato de las faltas en el
Juzgado de guardia».

La presente Instrucción contiene una serie de criterios
destinados a facilitar la aplicación de los juicios rápidos
por delito y el enjuiciamiento inmediato de las faltas
previstos por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de
reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
y que sirven de complemento a la regulación de los
servicios de guardia contenida en el Reglamento del Con-
sejo General del Poder Judicial 5/1995, de 7 de junio.
Dichos criterios deben ser contemplados por las Juntas
de Jueces y las Salas de Gobierno de los Tribunales
Superiores de Justicia al cumplir su obligación de adaptar

las normas de reparto a lo dispuesto en la mencionada
Ley y en las disposiciones reglamentarias reguladoras
de los servicios de guardia.

Por otra parte, esta Instrucción también se refiere
a aquellos supuestos en los que no sea posible la tra-
mitación del procedimiento de juicio rápido por delito,
especialmente en los supuestos de violencia física o psí-
quica habitual del artículo 153 del Código Penal. En estos
casos, es conveniente que se concentre en el mismo
Juzgado la competencia para conocer de los procesos
por infracciones penales cometidas por el mismo sujeto
contra los integrantes del mismo núcleo familiar, en el
mismo sentido en el que se pronunciaba el Informe del
Consejo General del Poder Judicial sobre Violencia
Doméstica, aprobado por el Pleno de 21 de marzo de
2001. La Guía Práctica de Actuación contra la Violencia
Doméstica, que forma parte integrante del mencionado
informe, afirma que «en defecto de Juzgado especia-
lizado, ha de procurarse la aprobación de normas de
reparto que asignen la competencia para conocer del
caso al Juzgado que primero conoció de agresiones ante-
riores cometidas por el mismo sujeto sobre los integran-
tes del mismo núcleo familiar, independientemente del
estado procesal en que se encuentren».

El contenido de la presente Instrucción ha tenido muy
en cuenta el resultado de los trabajos del Observatorio
de Violencia Doméstica, constituido mediante Convenio
firmado el día 26 de septiembre de 2002 por el Consejo
General del Poder Judicial, el Ministerio de Justicia y
el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que en su
primera reunión adoptó el acuerdo de crear un Grupo
de Expertos asesores en la materia.

El Observatorio ha recabado los acuerdos de las dis-
tintas Juntas de Jueces relativos a normas de reparto
de asuntos sobre violencia doméstica, constatándose
que solamente en algunas poblaciones se han adoptado
normas específicas que sigan los criterios establecidos
por la Guía Práctica de Actuación contra la Violencia
Doméstica. Y se constata asimismo que, allí donde exis-
ten, su contenido resulta frecuentemente insuficiente
para dar respuesta a una realidad tan compleja. Dentro
de este panorama tan heterogéneo, resulta necesaria
una Instrucción del Consejo General del Poder Judicial
que posibilite, como afirma el Informe del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial sobre Violencia Doméstica apro-
bado por el Pleno de 21 de marzo de 2001, «la apro-
bación de normas de reparto que resulten eficaces para
combatir este fenómeno delictivo».

Por último, en esta Instrucción se contienen una serie
de disposiciones necesarias para la optimización del pro-
ceso penal por hechos de violencia doméstica, tanto
en relación con el registro del procedimiento mediante
la correspondiente aplicación informática en el momento
de su incoación, como relativas al establecimiento de
un Registro Informatizado de Violencia Doméstica en
cada Decanato. Estas medidas no solamente serán útiles
con fines de explotación estadística, sino que también
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permitirán a los órganos judiciales conocer de forma
ágil e inmediata la existencia de otros procesos penales
contra el mismo agresor, facilitando de esta forma la
acreditación de la habitualidad de la violencia y la rápida
adopción de medidas de protección de la víctima por
parte del Juzgado de guardia. Ello sin perjuicio de la
futura creación, por disposición general, en el ámbito
nacional de un Registro de Medidas en materia de vio-
lencia domestica, con el alcance y las funciones propias
que se le asignen en la norma de creación.

En su virtud, el Pleno del Consejo General del Poder
Judicial, teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos
104.2 y 12.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio,
del Poder Judicial, en su reunión del día 9 de abril de
2003, ha acordado aprobar la presente Instrucción:

Primero. Plazo para la adaptación de las normas de
reparto.—Con la finalidad de dar una respuesta eficaz
a las infracciones penales de violencia doméstica, así
como para facilitar la tramitación de los juicios rápidos
por delito y el enjuiciamiento de las faltas en el Juzgado
de guardia, las Juntas de Jueces y Salas de Gobierno
de los Tribunales Superiores de Justicia deberán adaptar
las normas de reparto a lo dispuesto en la presente Ins-
trucción antes del día 28 de abril de 2003.

En el plazo de un mes desde la entrada en vigor
de la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, las Salas de Gobier-
no de los Tribunales Superiores de Justicia informarán
al Consejo General del Poder Judicial sobre la aplicación
de la presente disposición.

Segundo. Registro de asuntos.—En el momento de
la incoación de cualquier proceso penal por un delito
o falta cometido contra alguna de las personas a las
que se refiere el artículo 153 del Código Penal, el registro
del procedimiento deberá realizarse utilizando la apli-
cación informática de gestión procesal correspondiente
y de conformidad con lo dispuesto por la Comisión de
Informática Judicial del Consejo General del Poder Judi-
cial, quien deberá unificar los criterios de registro en
esta materia en el plazo de tres meses desde la entrada
en vigor de la presente Instrucción.

Tercero. Criterios sobre el reparto de asuntos.—Las
normas de reparto deberán atribuir el conocimiento de
los procesos por delito contra alguna de las personas
a las que se refiere el artículo 153 del Código Penal
con sometimiento a los siguientes criterios:

1. Conforme a lo dispuesto en la Ley 38/2002, de
24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjui-
ciamiento rápido e inmediato de determinados delitos
y faltas y de modificación del procedimiento abreviado,
el Juzgado de Guardia será el competente para la tra-
mitación de los procedimientos del Título III del Libro
IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y para la cele-
bración de los juicios de faltas de los artículos 962.1,
964.2 y 965.1,2.a de la misma Ley.

En aquellos casos en los que no sea posible la apli-
cación del anterior criterio, el Juzgado de Instrucción
que, por hechos punibles dirigidos contra alguna de las
personas a las que se refiere el artículo 153 del Código
Penal, haya incoado un Sumario Ordinario por delito,
un juicio de faltas, o bien Diligencias Previas de Pro-
cedimiento Abreviado al amparo del artículo 774 de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal o del articulo 798.2,1.o de
la misma Ley, conocerá también del resto de procesos
penales por delito o por falta que se incoen posterior-
mente por hechos imputables al mismo autor contra
los integrantes del mismo núcleo familiar, y ello aunque
en aquel primer proceso se haya dictado auto de archivo,

de sobreseimiento o de apertura de juicio oral, o hubiere
recaído sentencia condenatoria o absolutoria.

A los anteriores efectos, el Juzgado de Instrucción
que dicte el auto de incoación de Diligencias Previas,
de juicio de faltas o de Sumario ordinario lo pondrá de
forma urgente en conocimiento de la Oficina de Reparto,
quien procederá a tomar la correspondiente nota, salvo
que los asuntos contra el mismo autor hubiesen sido
atribuidos previamente a otro Juzgado de Instrucción
por aplicación de la norma contenida en el anterior párra-
fo. En este último supuesto, la Oficina de Reparto lo
comunicará inmediatamente a aquel Juzgado para que
lo remita a éste de forma urgente, y practicará las corres-
pondientes anotaciones en sus libros.

2. Cada Juzgado, respecto a aquellos asuntos que
le sean repartidos por aplicación del apartado anterior,
incoará los procedimientos penales que resulten opor-
tunos por aplicación de los artículos 300, 17 y 18 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

3. El Juzgado de Guardia practicará los actos que
resulten necesarios por aplicación del articulo 40 del
Reglamento del Consejo General del Poder Judicial
5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios de
las actuaciones judiciales, especialmente las que tienen
como finalidad la protección de la víctima. También tra-
mitará los procedimientos del Título III del Libro IV de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como los juicios
de faltas de los artículos 962.1, 964.2 y 965.1,2.a de
la misma Ley.

Cuarto. Juicios de faltas en partidos judiciales con
ocho o más Juzgados de Instrucción.—En los partidos
judiciales a los que se refieren los artículos 48, 53, 55
y 57 del Reglamento del Consejo General del Poder Judi-
cial 5/1995, de 7 de junio, las normas de reparto debe-
rán atribuir el conocimiento de las faltas de los artículos
617 ó 620 del Código Penal, siempre que el ofendido
sea alguna de las personas a las que se refiere el articulo
153 del mismo Código, con sometimiento a los siguien-
tes criterios:

1. El atestado confeccionado de acuerdo con los
artículos 962 ó 964 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
deberá ser entregado en el Juzgado de Instrucción cons-
tituido en servicio de guardia de enjuiciamiento de faltas,
a quien las normas de reparto deberán atribuir su enjui-
ciamiento.

Una vez recibido el atestado, si el Juzgado constituido
en servicio de guardia de enjuiciamiento de faltas con-
sidera que los hechos son constitutivos de delito, dictará
el correspondiente auto y remitirá el asunto al Juzgado
de guardia ordinario.

En cambio, si el Juzgado considera que los hechos
son constitutivos de falta, procederá a celebrar el juicio
de faltas en los términos del articulo 963 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal. Cuando, una vez intentada la
celebración inmediata de juicio, no sea posible su cele-
bración, las normas de reparto deberán contemplar que
el enjuiciamiento corresponda al mismo Juzgado que
recibió el atestado en funciones de guardia de enjui-
ciamiento de faltas, quien deberá celebrar el juicio dentro
del plazo al que se refiere el artículo 965.1,2.a de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

2. Cuando exista denuncia del perjudicado presen-
tada directamente ante el Juzgado de guardia ordinario
o cuando tenga conocimiento de los hechos por otra
vía, y si el mencionado Juzgado ordena la incoación
de juicio faltas, remitirá urgentemente el proceso al Juz-
gado de Instrucción constituido en servicio de guardia
de enjuiciamiento de faltas, quien deberá actuar en la
forma indicada en el último párrafo del apartado anterior.

3. De conformidad con lo dispuesto en el articulo
86.d) del Reglamento del Consejo General del Poder
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Judicial 1/2000, de los Órganos de Gobierno de los
Tribunales, el Juez Decano resolverá con carácter de
urgencia las cuestiones sobre aplicación de las normas
de reparto entre Juzgado de guardia ordinario y el Juz-
gado de guardia para el Enjuiciamiento de las Faltas.

Quinto. Juicios de faltas en los partidos judiciales
con siete o menos Juzgados de Instrucción, o con dos
o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción.—En
los partidos judiciales a los que se refiere el articulo
58 del Reglamento del Consejo General del Poder Judi-
cial 5/1995, de 7 de junio, las normas de reparto debe-
rán atribuir el conocimiento de las faltas de los artículos
617 ó 620 del Código Penal, siempre que el ofendido
sea alguna de las personas a las que se refiere el articulo
153 del mismo Código, con sometimiento a los siguien-
tes criterios:

1. Cuando el Juzgado de guardia incoe juicio de
faltas al amparo de lo dispuesto por el artículo 963.1
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o por el articulo
964 de la misma Ley, procederá a celebrar el corres-
pondiente juicio en el servicio de guardia de acuerdo
con lo previsto en el articulo 58 del Reglamento del
Consejo General del Poder Judicial 5/1995, de 7 de
junio, de los Aspectos Accesorios de las Actuaciones
Judiciales.

2. Cuando, una vez intentada la celebración de juicio
durante el servicio de guardia, no sea posible su cele-
bración, las normas de reparto deberán contemplar que
el enjuiciamiento corresponda al mismo Juzgado que
recibió el atestado en funciones de guardia, quien deberá
celebrar el juicio de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 965.1,2.a de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Sexto. Los Registros Informáticos de Violencia
Doméstica.

1. En cada Decanato existirá un Registro Informa-
tizado de Violencia Doméstica en el que se anoten los
siguientes datos recogidos de procesos penales por deli-
tos o faltas cometidos contra las personas a las que
se refiere el articulo 153 del Código Penal:

a) Todos los repartos realizados al amparo de las
normas especiales de reparto en materia de violencia
doméstica que se aprueben de conformidad con la pre-
sente Instrucción. A tal efecto, la Oficina de Reparto
deberá comunicar al Registro de Violencia Doméstica
cada uno de los mencionados repartos.

b) Todos los señalamientos de juicios rápidos rea-
lizados por los Juzgados de Instrucción al amparo del
articulo 800.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

c) Todas las sentencias dictadas por los Juzgados
de lo Penal de conformidad con el artículo 802 de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

d) Todas las resoluciones dictadas por los Juzgados
de Instrucción que ordenen medidas cautelares y otras
medidas de protección a la víctima, así como su levan-
tamiento o modificación, y aquellas otras que puedan
afectar a su seguridad, dictadas durante la fase de ins-
trucción o intermedia en procesos por delito.

e) Todas las sentencias de conformidad con la acu-
sación dictadas por los Juzgados de Instrucción en pro-
cesos por delito al amparo del artículo 801 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal.

f) Todas las sentencias dictadas por los Juzgados
de Instrucción en juicios por faltas tipificadas en los ar-
tículos 617 ó 620 del Código Penal.

g) Todas las resoluciones dictadas por los Juzgados
de lo Penal y Audiencias Provinciales que puedan afectar
a la seguridad de la víctima dictadas en ejecución de
una sentencia condenatoria por delito cometido contra

alguna de las personas a las que se refiere el artículo
153 del Código Penal. Esta disposición también resultará
aplicable cuando el Juzgado de lo Penal ejecuta una
sentencia de conformidad dictada al amparo del articulo
801 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

h) Todas las sentencias dictadas por las Audiencias
Provinciales en recursos de apelación del articulo 800
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como en recur-
sos de apelación del articulo 976 de la misma Ley.

2. Los Juzgados de Instrucción, los Juzgados de lo
Penal y las Audiencias Provinciales remitirán inmedia-
tamente al Registro de Violencia Doméstica las reso-
luciones enumeradas en el apartado anterior.

3. El Registro de Violencia Doméstica tendrá carác-
ter reservado y deberá ser consultado, a los efectos de
esta Instrucción, por los Juzgados o Tribunales penales.
Asimismo podrá ser consultado por cualquier órgano
jurisdiccional y por el Ministerio Fiscal. La consulta se
realizará en todo caso mediante la remisión del oportuno
oficio normalizado que será aprobado por el Consejo
General del Poder Judicial.

El acceso al Registro deberá ajustarse, en cualquier
caso, a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de
13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal, y en el artículo 85 del Reglamento 5/1995,
de 7 de junio, de los Aspectos Accesorios de las Actua-
ciones Judiciales.

4. La remisión de información al Registro de Vio-
lencia Doméstica respectivo deberá realizarse mediante
documentos normalizados que serán aprobados por el
Consejo General del Poder Judicial.

5. Las Salas de Gobierno de los Tribunales Supe-
riores de Justicia velarán por la creación de los corres-
pondientes Registros de Violencia Doméstica de con-
formidad con lo dispuesto en los tres apartados ante-
riores, e informarán al Consejo General del Poder Judicial
en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de
la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

6. A fin de facilitar la homogeneidad y comunicación
entre los distintos registros informatizados, así como,
en su caso, su integración en los sistemas informáticos
de gestión procesal existentes en los órganos judiciales,
el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, a pro-
puesta de la Comisión de Informática Judicial, determi-
nará los criterios de homogeneización y los requisitos
funcionales y de seguridad que tales registros deban
reunir.

Séptimo. Coordinación entre las Jurisdicciones
Penal y Civil.—Las Salas de Gobierno aprobarán los cri-
terios necesarios para coordinar las Jurisdicciones Penal
y Civil en el ámbito de la violencia doméstica.

Octavo. Protocolos de colaboración.—Los protoco-
los de colaboración que se establezcan al amparo del
articulo 47.4 del Reglamento del Consejo General del
Poder Judicial 5/1995, de 7 de junio, podrán referirse
al ámbito específico de la violencia doméstica y en ellos
podrán participar los organismos públicos encargados
de los servicios sociales o de la salud de los ciudadanos.

Noveno. Revisión de su aplicación.—La revisión a
la que se refiere la Disposición Adicional Segunda del
Acuerdo de fecha 26 de febrero de 2003 del Pleno
del Consejo General del Poder Judicial, que modifica
el Reglamento 5/1995 en lo relativo a los servicios de
guardia, también se extenderá a la aplicación de la pre-
sente Instrucción.

Décimo. Difusión y publicación.—Comuníquese a los
Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y
a los Jueces Decanos, y procédase a su publicación en
el «Boletín Oficial del Estado» y la notificación a la Agen-
cia de Protección de Datos.
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Undécimo. Entrada en vigor.—Esta Instrucción
entrará en vigor al día siguiente de su publicación en
el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 9 de abril de 2003.—El Presidente del Consejo
General del Poder Judicial,

HERNANDO SANTIAGO

MINISTERIO DE FOMENTO

7742 ORDEN FOM/876/2003, de 31 de marzo, por
la que se modifica parcialmente la Orden de
21 de marzo de 2000, por la que se adoptan
los requisitos conjuntos de aviación para las
licencias de la tripulación de vuelo (JAR-FCL),
relativos a las condiciones para el ejercicio
de las funciones de los pilotos de los aviones
civiles.

Por la disposición final primera del Real Decre-
to 270/2000, de 25 de febrero, por el que se determinan
las condiciones para el ejercicio de las funciones del
personal de vuelo de las aeronaves civiles, se habilita
al Ministro de Fomento para dictar cuantas disposiciones
fuesen necesarias para el desarrollo y aplicación de este
Real Decreto y, en particular, para dictar las disposiciones
por las que se adopten los requisitos conjuntos de avia-
ción (JAR) acordados por las Autoridades Aeronáuticas
Conjuntas (JAA) relativos a las materias que constituyan
su objeto.

Al amparo de esta previsión por Orden del Ministro
de Fomento de 21 de marzo de 2000 se adoptaron
los requisitos conjuntos de aviación para las licencias
de la tripulación de vuelo (JAR-FCL) relativos a las con-
diciones para el ejercicio de las funciones de los Pilotos
de los aviones civiles.

La experiencia adquirida en la aplicación de los requi-
sitos conjuntos de aviación para las licencias de la tri-
pulación de vuelo (JAR-FCL 1), tras su entrada en vigor
en los Estados europeos que integran las Autoridades
Aeronáuticas Conjuntas (Joint Aviation Authorities
—JAA—), ha llevado a éstas, por un lado, a modificar
un número importante de las adoptadas originalmente
con el propósito de perfeccionarlas y, por otro, a intro-
ducir algunas nuevas para completar la regulación ini-
cialmente aprobada.

Las modificaciones que se introducen en los requi-
sitos conjuntos de aviación para las licencias de la tri-
pulación de vuelo de avión (JAR-FCL 1) que figuran en
el Anexo a la referida Orden de 21 de marzo de 2000,
afectan a los requisitos generales (Subparte A), los requi-
sitos para la obtención de la licencia de piloto privado
y las condiciones para el ejercicio de las atribuciones
y el mantenimiento de la licencia de piloto comercial
(Subpartes B y C), la regulación de la habilitación de
vuelo instrumental (Subparte E), los requisitos relativos
a las habilitaciones de clase y tipo (Subparte F) y las
habilitaciones de instructor, donde se regula la autori-
zación de instructor para cursos «Cooperación multipi-
loto» («Multi-Crew Cooperation» —MCC—), (Subparte H),
así como a la regulación de los examinadores (Subparte I)
y, por fin, a los requisitos de conocimientos teóricos y
procedimientos para la realización de los exámenes de
conocimientos teóricos para licencias de pilotos profe-
sionales y habilitación para vuelo instrumental (Subpar-
te J).

En consecuencia, dado el volumen y alcance de las
modificaciones que han de ser introducidas, se estima
lo más conveniente, en aras de la claridad y transparencia
del ordenamiento jurídico, la aprobación de un nuevo
anexo completo de los requisitos conjuntos de aviación
para las licencias de la tripulación de vuelo de avión
(JAR-FCL 1).

Por otra parte, esta Orden se aprovecha asimismo
para modificar la disposición final primera de la referida
Orden del Ministro de Fomento de 21 de marzo de 2000,
perfeccionando su redacción con la finalidad de incre-
mentar la seguridad jurídica de los administrados y al
mismo tiempo en beneficio del interés público, concre-
tado en la seguridad aérea.

Igualmente, mediante esta Orden se incluye un nuevo
epígrafe 2.1.9. en el Capítulo II del Anexo a la Orden
de 14 de julio de 1995 sobre títulos y licencias aero-
náuticos civiles, y se modifican los epígrafes 2.8.1.2.
y 2.9.1.2. del mismo Capítulo II. La redacción que se
da a los tres citados epígrafes reproduce el tenor literal
de los artículos 4.1.e), 4.1.f) y 6.3 del Real Decreto
270/2000, de 25 de febrero, con la finalidad de hacer
evidente la plenitud de efectos de los últimos preceptos
citados y, en definitiva, en beneficio de la seguridad
jurídica.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado,
dispongo:

Artículo 1. Modificación del apartado 2.3.2 del artícu-
lo 1 de la Orden de 21 de marzo de 2000 por la
que se adoptan los requisitos conjuntos de aviación
para las licencias de la tripulación de vuelo (JAR-FCL),
relativos a las condiciones para el ejercicio de las
funciones de los Pilotos de los aviones civiles.

El apartado 2.3.2 del artículo 1 de la Orden de 21
de marzo de 2000 por la que se adoptan los requisitos
conjuntos de aviación para las licencias de la tripulación
de vuelo (JAR-FCL), relativos a las condiciones para el
ejercicio de las funciones de los Pilotos de los aviones
civiles pasa a tener la siguiente redacción:

«2.3.2 De Instructor de vuelo sintético [SFI (A)]
y de Instructor de cursos de cooperación multipiloto
[MCCI (A)].»

Artículo 2. Modificación de la disposición final primera
de la Orden de 21 de marzo de 2000 por la que
se adoptan los requisitos conjuntos de aviación para
las licencias de la tripulación de vuelo (JAR-FCL), rela-
tivos a las condiciones para el ejercicio de las fun-
ciones de los Pilotos de los aviones civiles.

La disposición final primera de la Orden de 21 de
marzo de 2000 por la que se adoptan los requisitos
conjuntos de aviación para las licencias de la tripulación
de vuelo (JAR-FCL), relativos a las condiciones para el
ejercicio de las funciones de los Pilotos de los aviones
civiles, queda redactada como sigue:

«Disposición final primera. Ejecución y aplicación.

La Dirección General de Aviación Civil adoptará
las medidas necesarias para la aplicación y eje-
cución de esta Orden y ordenará la publicación en
el “Boletín Oficial del Estado” de las directrices o
criterios acordados por las Autoridades Aeronáu-
ticas Conjuntas (JAA) para la aplicación e inter-
pretación uniforme de las normas JAR-FCL 1 y en
orden a conseguir el mayor grado de garantía de
la seguridad aérea.»


